
INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID DE 16 DE DICIEMBRE DE 2008. NATURALEZA JURÍDICA DE LA DELEGACIÓN DE FIRMA.  VALIDEZ DE LA DELEGACIÓN DE FIRMA CUANDO CAMBIA EL TITULAR DEL ÓRGANO DELEGANTE Y/O DELEGADO.
Modalidad de informe: Consulta.
Área temática: Procedimiento administrativo.
Informe vigente.
Se plantea ante esta Intervención General consulta, procedente de la Intervención Delegada en la Consejería de Familia y Asuntos Sociales, relativa a la vigencia de la Orden 1612/2007, de 24 de julio, de la Consejera de Familia y Asuntos Sociales, de Delegación de Firma.
La cuestión que debe ser analizada y resuelta se centra en determinar si el cambio del titular de la Consejería de Familia y Asuntos Sociales produce la derogación de la Orden de delegación de firma dictada por la anterior titular, o si por el contrario la Orden de delegación de firma mantiene su validez y vigencia.
La consulta planteada trae causa de los siguientes

ANTECEDENTES

1. Con fecha 24 de julio de 2007 se dictó, por la Consejera de Familia y Asuntos Sociales, la Orden nº 1612/07, de delegación de firma. En ese momento, la Consejera de Familia y Asuntos Sociales de la Comunidad de Madrid era la excelentísima señora doña Gádor Ongil Cores, nombrada mediante Decreto 18/2007, de 20 de junio, de la Presidenta de la Comunidad de Madrid.
2. Mediante Decreto 12/2008, de 25 de junio, de la Presidenta de la Comunidad de Madrid, se cesa como Consejera de Familia y Asuntos Sociales de la Comunidad de Madrid, doña Gádor Ongil Cores, y se nombra, a través del Decreto 18/2008, de 25 de junio, de la Presidenta de la Comunidad de Madrid, Consejera de Familia y Asuntos Sociales de la Comunidad de Madrid a la excelentísima señora doña Engracia Hidalgo Tena.
3. Al haberse producido cambio en la persona titular de la Consejería de Familia y Asuntos Sociales, la Intervención Delegada en esta Consejería plantea consulta sobre la vigencia de la Orden de delegación de firma dictada por la anterior Consejera de Familia y Asuntos Sociales. 
Establecido el objeto de la consulta, para resolver la misma, procede realizar las siguientes

CONSIDERACIONES

I

La delegación de firma encuentra su regulación positiva en nuestro Ordenamiento Jurídico en el artículo 16 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, que dice:

“1. Los titulares de los órganos administrativos podrán, en materia de su propia competencia, delegar la firma de sus resoluciones y actos administrativos a los titulares de los órganos o unidades administrativas que de ellos dependan, dentro de los límites señalados en el artículo 13.

2. La delegación de firma no alterará la competencia del órgano delegante y para su validez no será necesaria su publicación.

3. En las resoluciones y actos que se firmen por delegación se hará constar la autoridad de procedencia.

4. No cabrá la delegación de firma en las resoluciones de carácter sancionador.”

También se refiere a la delegación de firma la Disposición Adicional Decimotercera de la  Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, para señalar que “la delegación de firma de resolución y actos administrativos habrá de ser comunicada al superior jerárquico del delegante”.

De acuerdo con las normas citadas, la delegación de firma puede definirse como una técnica de auxilio en el ejercicio de la competencia propia, conforme a la que los titulares de los órganos administrativos, pueden delegar la firma de sus resoluciones y actos administrativos a los titulares de otros órganos o unidades administrativas.
La regulación positiva contenida en el artículo 16 de la Ley 30/1992 y el propio concepto de delegación de firma permiten establecer que ésta viene referida a órganos administrativos –o más correctamente a titulares de órganos-, gozando de un claro carácter impersonal. Y cuando el referido artículo 16 hace referencia a “titulares de órganos administrativos”, no lo hace para dotar a la delegación de firma de un carácter personal, sino que lo hace para precisar que siendo los titulares de los órganos administrativos quienes ostentan la facultad de firmar resoluciones y actos administrativos, únicamente pueden delegar la firma en titulares de órganos o unidades administrativas que de ellos dependan. De esta forma, la delegación de firma se realiza por titulares de órganos a titulares de órganos, pero sin que exista especificación de una persona física concreta a favor de la que se delega la firma.
La anterior conclusión se obtiene, igualmente, si se observa la regulación propia de otras Comunidades Autónomas. Diversas Comunidades Autónomas han incorporado a sus ordenamientos una concreta regulación de la delegación de firma
. A estos efectos, pueden citarse:

· El artículo 19 de la Ley 2/1995, de 13 de marzo, de Régimen Jurídico del Principado de Asturias, que dice “1. Los titulares de los órganos de la Administración del Principado podrán, en materias de su competencia, delegar la firma de sus resoluciones y actos administrativos en los titulares de los órganos o estructuras administrativas que de ellos dependan, dentro de los límites señalados en el artículo 15 de la presente Ley y de acuerdo con lo establecido en la legislación básica del régimen jurídico de las Administraciones Públicas. 2. En las resoluciones y actos que se firmen por delegación, se hará constar la denominación del órgano autorizante y, a continuación, precedido por la expresión por autorización, o su forma usual de abreviatura, la denominación del órgano en cuyo favor se haya conferido la delegación de firma.”
· El artículo 47 de la Ley 6/2002, de 10 de diciembre, de Régimen Jurídico del Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria, que dispone “1. Los titulares de los órganos de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria podrán, en materia de su propia competencia, delegar la firma de sus resoluciones y actos administrativos en los titulares de los órganos que de ellos dependan, dentro de los límites señalados en el artículo 44. 2. La delegación de la firma no alterará la competencia del órgano delegante y para su validez no será necesaria su publicación. 3. En las resoluciones y actos que se firmen por delegación se hará constar la autoridad de procedencia. A estos efectos, la firma deberá ir precedida de la expresión por autorización, con indicación del cargo que autoriza y del órgano autorizado.”

· El artículo 41 de la Ley 13/1989, de 14 de diciembre, de Organización, Procedimiento y Régimen Jurídico de la Administración de la Generalidad de Cataluña, que indica “La autorización de firma no es necesario que haya sido publicada. La firma autorizada deberá ir precedida de la identificación del cargo que autoriza y de las palabras por autorización, seguidas de la denominación del órgano autorizado”.
· El artículo 76 de la Ley 1/2002, de 28 de febrero, del Gobierno y Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura, que dice “1. Los titulares de los órganos de la Administración podrán, en materias de su competencia, delegar la firma de sus resoluciones y actos administrativos en los titulares de los órganos o estructuras administrativas que de ellos dependan, dentro de los límites señalados para la delegación de competencias en la presente Ley y de acuerdo con lo establecido en la legislación básica del régimen jurídico de las Administraciones Públicas. 2. En las resoluciones y actos que se firmen por delegación, se hará constar la denominación del órgano autorizante y a continuación, precedido por la expresión por autorización, o su forma usual de abreviatura, la denominación del órgano en cuyo favor se haya conferido la delegación de firma.”
Como puede observarse todas las normas citadas hacen referencia a los términos “órgano autorizante” y “órgano autorizado”, lo que permite concluir que la delegación de firma se realiza a un órgano administrativo, en concreto al titular del órgano administrativo, ya que se atribuye la facultad de plasmar la materialidad de la firma en resoluciones y actos administrativos que son adoptados, a todos los efectos, por el órgano delegante. Pero, en ninguna de las leyes autonómicas que regulan la delegación de firma se señala que la delegación de firma se realice en la concreta persona física que en un momento determinado sea el titular de un órgano administrativo. Avala esta interpretación del carácter impersonal de la delegación de firma en el Ordenamiento Jurídico español la propia doctrina; así por ejemplo, González Navarro señala que “…el sintagma español <<delegación de firma>> y el sintagma francés <<délégation de signature>> constituyen un ejemplo de eso que los lingüistas llaman <<falsos hermanos>> y también <<falsos amigos>>…. la delegación de firma de muestro derecho no tiene nada que ver con la délégation de signature del derecho francés 
“.
Para cerrar la argumentación hasta aquí expuesta resulta oportuno despejar una cuestión que puede plantearse. El artículo 13 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, relativo a la delegación de competencias, se refiere a “órganos administrativos”, mientras que el artículo 16, que regula la delegación de firma, hace alusión a “titulares de los órganos administrativos”, lo que puede dar lugar a entender que la primera tiene carácter impersonal y la segunda personal. No entiende tal interpretación este Centro Fiscal, sino que, reiterando lo anteriormente indicado, entiende que cuando el artículo 16 hace referencia a “titulares de órganos administrativos”, no lo hace para dotar a la delegación de firma de un carácter personal, sino que lo hace para precisar que siendo los titulares de los órganos administrativos quienes ostentan la facultad de firmar resoluciones y actos administrativos, únicamente pueden delegar la firma en titulares de órganos o unidades administrativas que de ellos dependan. De esta forma, la delegación de firma se realiza por titulares de órganos a titulares de órganos, pero sin que exista especificación de una persona física concreta a favor de la que se delega la firma.

En conclusión, la delegación de firma, regulada en el Ordenamiento Jurídico español mediante el artículo 16 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, está referida a órganos administrativos, precisando éste precepto que corresponde delegar la firma a los titulares de los órganos administrativos, en tanto en cuanto a éstos corresponde la facultad de firmar las resoluciones y actos administrativos, sin que se haga referencia a la persona física que, en un momento determinado, sea titular del órgano.
II
Con base en lo anterior, corresponde analizar la Orden nº 1612/07, de 24 de julio, de la Consejera de Familia y Asuntos Sociales de delegación de firma, y pronunciarse sobre su validez y vigencia.
El examen de la referida Orden determina que la misma fue dictada por la Consejera de Familia Asuntos Sociales en virtud de lo dispuesto en el artículo 16 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, delegándose la firma en determinadas materias “en el titular de la Secretaría General Técnica”, no en una concreta persona física, y delegándose la firma, asimismo, en determinadas materias “en el Gerente del Servicio Regional de Bienestar Social”, no en una persona física.
En fecha 24 de julio de 2007, la Secretaria General Técnica de la Consejería de Familia y Asuntos Sociales era doña Carmen Díaz de Bustamante, y el Gerente del Servicio Regional de Bienestar Social era don Gonzalo Quiroga Churruca, sin embargo, en la Orden de delegación de firma no se hace ninguna referencia a ellos, lo que denota el carácter impersonal de la delegación de firma. Asimismo, la propia dicción de la Orden se refiere en todos los casos a “el titular de Secretaría General Técnica”, cuando si se hubiese pretendido dotar de carácter personal a la delegación de firma hubiese sido más correcto referirse a “la titular de la Secretaría General Técnica”.
En este momento, para mayor abundamiento de lo hasta aquí expuesto, resulta pertinente hacer referencia al informe de la Intervención General de la Administración del Estado, de 4 de marzo de 1997, emitido en contestación a una consulta sobre delegación de firma, en el que la doctrina fundamental que en el mismo se establece es la del carácter impersonal que tiene la delegación de firma en nuestro Ordenamiento Jurídico diciéndose textualmente ”…una vez que el órgano Director General del FEGA efectúo en su día la delegación de firma en varios Subdirectores del Organismo, ese acto no tiene por qué verse alterado posteriormente por el hecho de que la persona titular de dicho órgano haya sido sustituida en su cargo a través del mecanismo legal de la suplencia”. Es decir, lo esencial del informe emitido por la IGAE no es el motivo por el que el Director General, que delegó en su momento la firma en determinadas materias, fue sustituido, sino que es la consideración de la delegación de firma como un acto no vinculado nominativamente a las personas que en el momento de ser efectuada eran los titulares del órgano delegante/delegado, sino vinculada a los titulares de esos órganos de forma impersonal.
En conexión con lo expuesto en el párrafo precedente y con lo indicado en el cuerpo de este informe que niega el carácter personal de la delegación de firma, resulta oportuno indicar que no se considera correcta la práctica administrativa a la que se alude en el escrito de consulta, consistente en sustituir una delegación de firma por otra con el mismo contenido cuyo único fundamento es el nombramiento de un nuevo titular en el órgano que se trate. En sentido contrario a esta práctica, existen resoluciones de delegación de firma en las que queda recogido su carácter impersonal de forma expresa; así, puede citarse la Resolución 222/2003, de 26 de junio, de la Secretaría General Técnica de la Consejería de Presidencia, por la que se delega la firma para expedir copias autenticadas de documentos, en la que se dice que “…conviene efectuar la delegación de firma a favor del titular de la unidad, pero sin nombrarlo, objetivando así la delegación y resolviendo las dudas que sobre la validez de la misma pudieran plantearse a raíz de eventuales cambios de titularidad.” El texto trascrito recoge el espíritu y finalidad de la delegación de firma que no es sino una técnica orientada, en el ordenamiento jurídico español, a dotar de la necesaria celeridad a la actuación administrativa, celeridad que se vería comprometida si la delegación de firma quedase sin efecto con la sustitución de la persona física titular del órgano.

Por todo lo anterior debe concluirse que mediante la Orden nº 1612/07, de 24 de julio, el titular del órgano Consejería de Familia y Asuntos Sociales, delegó la firma en determinadas materias en el titular del órgano Secretaría General Técnica de dicha Consejería y en el Gerente del Organismo Servicio Regional de Bienestar Social. Dicha Orden está vigente y goza de validez, características que sólo perderá si es revocada.

Con base en lo expuesto en las anteriores consideraciones esta Intervención General formula la siguiente:
CONCLUSIÓN
· La Orden 1612/2007, de 24 de julio, de la Consejera de Familia y Asuntos Sociales, de Delegación de Firma, no ha quedado sin efecto por el hecho de que haya cambiado la persona física titular del órgano Consejera de Familia y Asuntos Sociales, puesto que en el Ordenamiento Jurídico español la delegación de firma tiene carácter impersonal.
� Aragón, Ley 2/1995, de 13 de marzo, Asturias, Ley 2/1995, de 13 de marzo, Baleares, Ley 3/2003, de 26 de marzo, Cantabria, Ley 6/2002, de 10 de diciembre, Cataluña, Ley 13/1989, de 14 de diciembre, y Extremadura, Ley 1/2002, de 28 de febrero. 


� A diferencia de lo que ocurre en el ordenamiento jurídico español, en el derecho administrativo francés la delegación de firma (délégation de signature) tiene expresamente carácter personal y se trata de una figura, que pese a la coincidencia en su denominación, presenta evidentes diferencias con la delegación de firma del derecho administrativo español. Para comprender el concepto de délégation de signature del derecho francés resulta clarificador citar la Circular del Ministerio de Educación Nacional de 9 de marzo de 1983, relativa a la distinción entre los conceptos delegación de poderes, delegación de firma y autorización de firma, en la que se indica “A diferencia de la delegación de poderes que entraña una verdadera transferencia de poderes y competencias, la delegación de firma no despoja a la autoridad delegante de sus competencias. Es una simple medida de organización interna del servicio, que consiste en autorizar a uno o varios funcionarios, dependientes del delegante, a firmar determinadas decisiones bajo el control y responsabilidad de la autoridad delegante. Por ello, el delegante conserva la posibilidad de avocar en cualquier momento un asunto determinado. Además, contrariamente a la delegación de poderes, la delegación de firma es siempre un acto de carácter personal. También, con cada cambio de titular las funciones del delegante o del delegado caducan. Por ello, debe realizarse una nueva delegación de firma.” 
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